
 

**********1 

VS.  

DIRECTOR DE TRANSPORTE PÚBLICO 

MUNICIPAL DE TIJUANA 

EXPEDIENTE 90/2021 S.A. 

 
Tijuana, Baja California, a cinco de octubre de dos mil veintiuno. 

 

SENTENCIA DEFINITIVA que declara la nulidad de la negativa por incompetencia 

de la autoridad ante quien se solicitó la revalidación del permiso de taxi y se le 

condena a que remita a la autoridad competente. 

 

GLOSARIO: 

 

Director  Director de Transporte Público de Tijuana 

Instituto  Instituto de Movilidad Sustentable del 

Estado de Baja California 

 

Reglamento Reglamento Transporte Público para el 

Municipio de Tijuana 

 

Ley de Movilidad Ley de Movilidad Sustentable y 

Transporte Público de Baja California  

 

Ley del Tribunal Anterior Ley del Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa del Estado de Baja 

California publicada el siete de agosto 

de dos mil diecisiete. 

 

Nueva Ley del Tribunal  Ley del Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa de Baja California 

publicada el dieciocho de junio de dos 

mil veintiuno. 

 

Código de Procedimientos: Código de Procedimientos Civiles para 

el Estado de Baja California. 

 
A N T E C E N D E N TE S : 

 

1.-El veintidós de abril de mil dos mil veintiuno el actor promovió juicio 

contencioso administrativo en contra de la resolución negativa ficta recaída a la 

solicitud formulada el treinta de octubre de dos mil veinte que presentó ante el 

Director. 

 

2.-Por acuerdo de veintitrés de abril dos mil veintiuno se admitió la demanda y 

se emplazó al Director, autoridad que, al contestar la demanda, sostuvo la 

legalidad de la resolución impugnada; promoviéndose la ampliación de la 

demanda, según proveído de doce de noviembre de dos mil veintiuno, sin que la 

demandada haya dado contestación, pese a encontrarse debidamente 

emplazado.  

 

3.- Por acuerdo de veintisiete de abril de dos mil veintidós se citó para 

sentencia y se dio vista a las partes a fin de que, en el plazo de cinco días, 

presentaran sus alegatos, en el entendido de que, una vez transcurrido dicho plazo, 

con desahogo o sin él, se tendría a las partes citadas para sentencia, proveído que 

les fue debidamente notificados, sin que las partes ejercieran su derecho, por lo que 

se procede a dictar la resolución correspondiente y,   

  

C O N S I D E R A N D O 

 

PRIMERO. - Competencia. Este Juzgado Cuarto  con residencia en la ciudad 

de Tijuana es competente para resolver el presente juicio, en virtud de que la 

resolución impugnada es de carácter administrativo emanada de una autoridad 

municipal, así como por la ubicación del domicilio señalado por la parte actora, el 

cual se encuentra en la circunscripción territorial de este Juzgado, de conformidad 

con lo dispuesto por los artículos 1, 21, 22 fracción I, antepenúltimo y penúltimo 

párrafo, y 45 de la Ley del Tribunal Anterior, aplicable por disposición del Artículo 

Tercero Transitorio de la Nueva Ley del Tribunal, publicada el dieciocho de junio de  



 

 

 

 

 

 

 

 

dos mil veintiuno en el Periódico Oficial del Estado y acuerdos de Pleno de este 

Tribunal adoptados el veintiuno de junio y dos de julio siguientes. 

 

SEGUNDO. - Existencia del acto impugnado. El acto impugnado consiste en la 

resolución negativa ficta configurada respecto del escrito de solicitud de revalidación de 

permiso de taxi, recibida el treinta de octubre de dos mil veinte. 

 

De acuerdo a lo dispuesto por el tercer párrafo del artículo 45 de la Ley del Tribunal 

Anterior, la negativa ficta es una institución jurídica que se configura por ficción de la Ley, ante 

el silencio de la autoridad respecto de una solicitud de un particular, por el transcurso del plazo 

que la ley fije o a la falta de término, en el plazo de sesenta días. 

 

Uno de los requisitos necesarios para que se conforme la negativa ficta es que se acredite 

la existencia de una instancia del particular, solicitando, pidiendo o impugnando una resolución 

administrativa ante una autoridad, mediante la presentación del documento en que conste esa 

circunstancia. 

 

Al efecto, el demandante exhibe original de la solicitud formulada ante el Director, 

mediante el cual solicita la revalidación del permiso de taxi **********2 por considerar que 

tiene derecho, al dar contestación al hecho 2 del escrito de demanda la autoridad afirma que 

efectivamente el demandante presentó su solicitud en la fecha antes mencionada.  

 

Este documento adminiculado con la confesión de la demandada, tiene valor probatorio 

en los términos del artículo 400 y 408, en relación con el 329 y 330 del Código de 

Procedimientos, de aplicación supletoria a la materia contenciosa administrativa, de 

conformidad con el artículo 30 de la Ley del Tribunal Anterior, acreditándose que la parte 

actora presentó su solicitud ante la autoridad demandada el treinta de octubre de dos mil 

veinte. 

 
Así las cosas, es evidente que al veintidós de abril de dos mil veintiuno, fecha en 

que la demanda fue presentada ante este Tribunal, había transcurrido en demasía el 

término de sesenta días señalado en el artículo 45 de la Ley del Tribunal Anterior, sin 

que la autoridad diera contestación expresa a la solicitud, notificándola al 

demandante, puesto que no obra en autos constancia de ello, actualizándose la 

resolución negativa ficta que reclama la actora del Director Municipal de Transporte 

Público de Tijuana. 

 

TERCERO. - Procedencia. - Dado que la autoridad demandada no invocó 

causal de improcedencia o sobreseimiento, ni menos aun este Juzgado advierte 

alguna que deba de hacerse valer de oficio, se procede a analizar la legalidad del 

acto impugnado. 

 

CUARTO. - Estudio. Por ser una cuestión de orden público y como consecuencia 

de análisis preferente y oficioso para este Juzgado, y tomando en cuenta que la 

autoridad demandada al dar contestación hizo valer su incompetencia, se procede 

al análisis. 

 

Sirve de sustento la siguiente jurisprudencia: 
 

COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. AL SER UN PRESUPUESTO PROCESAL 

CUYO ESTUDIO ES DE ORDEN PÚBLICO LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL 

Y ADMINISTRATIVA DEBEN ANALIZARLA DE OFICIO, SIN DISTINGUIR SI SE TRATA DE LA 

INDEBIDA, INSUFICIENTE O DE LA FALTA DE FUNDAMENTACIÓN DE AQUÉLLA.  

De la interpretación de las tesis jurisprudenciales P./J. 10/94, 2a./J. 99/2006, 2a./J. 57/2001 

y 2a./J. 115/2005, publicadas en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 

Octava Época, Número 77, mayo de 1994, página 12 y Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomos XXIV, julio de 2006; XIV, noviembre de 

2001; y, XXII, septiembre de 2005, páginas 345, 31 y 310, respectivamente, de rubros: 

"COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE 

AUTORIDAD."; "COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO DE NULIDAD. 



 

DEBE ANALIZARSE EN TODOS LOS CASOS POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 

ADMINISTRATIVA."; "COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EN EL 

MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA, DEBE SEÑALARSE CON 

PRECISIÓN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA Y, EN SU 

CASO, LA RESPECTIVA FRACCIÓN, INCISO Y SUBINCISO."; y "COMPETENCIA DE LAS 

AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE 

MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA 

ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN 

CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE 

TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE."; se colige que cuando se analiza la 

competencia material, por grado o territorio de cualquier autoridad administrativa, entre 

las que se incluye a la fiscal, no cabe distinguir entre su falta o ausencia o una indebida o 

incompleta fundamentación, para que las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa estén obligadas a examinarla en forma oficiosa, toda vez que, como 

presupuesto procesal que atañe a la correcta integración de un procedimiento, es una 

cuestión de orden público, mayor aún en un procedimiento que concluye con una 

resolución definitiva que establece cargas fiscales a un particular. Lo anterior es as, ya 

que por imperativo del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos la autoridad que lleva a cabo un acto de molestia, tiene la ineludible 

obligación de justificar a plenitud que está facultada para hacerlo, lo cual implica 

necesariamente que cuenta con competencia para ello en los tres ámbitos 

mencionados, es decir, por razón de materia, grado o territorio, expresando en el 

documento respectivo el carácter con el que suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto 

que le otorgue dicha legitimación, aun en el supuesto de que la norma legal no 

contemple apartados, fracción o fracciones, inciso y subincisos, pues en tal caso, debe 

llegar incluso al extremo de hacer la transcripción correspondiente del precepto en que 

funde debidamente su competencia, toda vez que la garantía de fundamentación 

consagrada en el citado artículo 16, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la 

cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto 

de molestia de que se trate, ya que sólo así podrá justificar si su actuación se encuentra 

dentro del ámbito competencial respectivo; de tal manera que si en un acto de molestia 

no se citan con exactitud y precisión las normas legales que facultan a la autoridad 

administrativa para afectar al gobernado, ese acto concreto de autoridad carece de 

eficacia y validez, en tanto que aquélla no proporcionó los elementos esenciales que 

permitan conocer si tiene competencia para incursionar en la esfera jurídica del 

particular, pues de lo contrario se le dejaría en estado de indefensión, toda vez que 

ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo es la 

específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana y en ese sentido, 

aun cuando la indebida, insuficiente o falta de fundamentación de la competencia de 

la autoridad generan la ilegalidad de la resolución administrativa en términos de la 

fracción II del artículo 238 del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de 

diciembre de 2005, cuyo contenido sustancial se reproduce en la fracción II del artículo 

51 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, relativa a la omisión 

de los requisitos formales exigidos por las leyes; conforme al contenido y alcance del 

penúltimo párrafo de ese numeral, coincidente con el penúltimo párrafo del invocado 

artículo 51, las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa están obligadas 

a examinarla de oficio, al resultar ilegal el acto combatido, precisamente por la 

actuación o intervención de una autoridad que no acreditó tener competencia. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL OCTAVO CIRCUITO. 

VIII.3o. J/22 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

y su Gaceta, Novena Época. Tomo XXV, Abril de 2007. Pág. 1377. Tesis de Jurisprudencia.  

 

Antecedente del caso. 
 

Se expidió a favor de Manuel Alberto Gómez Gurrero permiso de taxi sin 

itinerario fijo identificado con número económico **********2, emitido por el 

Ayuntamiento de Tijuana, con fecha de vencimiento al treinta y uno de diciembre de 

dos mil diecisiete.  

 

El treinta de octubre de dos mil veinte el demandante solicitó la revalidación del 

permiso de taxi identificado como **********2 ante la Dirección Municipal de 

Transporte Público de Tijuana, sin haber obtenido respuesta, por lo que, promovió 

juicio contencioso administrativo en contra de la configuración de la negativa ficta.  

 

La autoridad demandada al dar contestación señala entre otros aspectos que, 

a la fecha de solicitud de la revalidación la autoridad es el Instituto quien tiene a su 

cargo regular y administrar los permisos y concesiones para la prestación del servicio 

de transporte público, en apego a la Ley del Instituto y el convenio para efectos de la 

transferencia en materia de Movilidad y Transporte celebrado el veintiuno de agosto 

de dos mil veinte entre el Ejecutivo del Estado y el Ayuntamiento de Tijuana, mediante 

cual se obliga la autoridad municipal a poner a disposición de la autoridad estatal la 

información derivada de toda la historia documental de la prestación del servicio 

público  de transporte y funciones transferidas (clausula primera). 

 



 

 

 

 

 

 

 

Punto jurídico a resolver. ¿Es el Director la autoridad competente para resolver 

la procedencia de la revalidación del permiso de taxi TIJ-TS-3120 solicitada por el 

demandante? 

 

Criterio. No.  A la fecha de solicitud de la revalidación el treinta de octubre de 

dos mil veinte, la Dirección Municipal de Transporte Público de Tijuana no tenía 

facultades para resolver sobre la revalidación del permiso.  

 

Justificación. El día veintisiete de marzo de dos mil veinte fue publicada la Ley 

de Movilidad Sustentable del Estado de Baja California, la cual en sus artículos 1, 

primero, segundo, tercero, cuarto, sexto y décimo séptimo transitorios establecen lo 

siguiente: 

 
ARTÍCULO 1.- La presente Ley es de observancia general en el Estado de Baja 

California, sus disposiciones son de orden público e interés general y tiene por objeto 

establecer las bases y directrices generales para planificar, regular, controlar, vigilar, 

gestionar la movilidad, el transporte público y privado de personas y bienes en todas 

sus modalidades, garantizando las condiciones y derechos para el desplazamiento de 

las personas de manera segura, igualitaria, sustentable y eficiente. 

El servicio de transporte público está a cargo del Ejecutivo Estatal y lo prestará por 

conducto del Instituto de Movilidad Sustentable del Estado de Baja California, o previa 

declaratoria de imposibilidad lo podrá encomendar a personas físicas y morales 

mediante el otorgamiento de concesiones, permisos y autorizaciones en los términos 

que señala esta Ley y su Reglamento, bajo los principios de equidad, justicia, igualdad, 

salud, medio ambiente, racionalización y modernización. 

Los sujetos activos de la movilidad son las personas con discapacidad, peatones, 

ciclistas, usuarios de la movilidad no motorizada, motociclistas, conductor, usuarios del 

servicio de transporte, prestadores del servicio de transporte en todas sus modalidades, 

así como las empresas de redes de transporte. 

Son sujetos de la aplicación de la presente Ley y de su Reglamento, las autoridades, las 

entidades y organismos públicos o privados, y las personas físicas o morales, 

permisionarias o concesionarias, que otorguen el servicio de traslado de pasajeros o de 

carga, o bajo cualquier modalidad realicen las actividades a que se refiere el presente 

ordenamiento y la reglamentación respectiva. 

La aplicación de las disposiciones de la presente Ley, su Reglamento y el desarrollo de 

la política pública de movilidad y transporte del Estado, corresponde al Instituto de 

Movilidad Sustentable del Estado de Baja California. 

PRIMERO. - La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 

Periódico Oficial del Estado de Baja California, sin perjuicio de lo previsto en los 

transitorios siguientes. 

SEGUNDO. - A la entrada en vigor de la presente Ley, queda abrogada la Ley General 

de Transporte Público del Estado de Baja California, publicada en el Periódico Oficial 

del Estado número 49. Sección I, Tomo CVIII del día 9 de noviembre de 2001, con sus 

reformas y adiciones. 

TERCERO. - Se derogan todas las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas 

que contravengan o se opongan a la presente Ley. 

CUARTO. - A la fecha de entrada en vigor de la presente Ley, todas las menciones 

referentes a la Ley General de Transporte Público del Estado de Baja California, en otras 

leyes del Estado, o disposición jurídica concurrente, se entenderán referidas a la Ley de 

Movilidad Sustentable y Transporte del Estado de Baja California. 

(…) 

SEXTO.- Los procedimientos administrativos relacionados con concesiones y permisos 

de transporte público que se encuentren en trámite o pendientes de resolución a la 

entrada en vigor de la presente Ley, se sustanciarán y concluirán conforme a la 

normatividad que se encontraba vigente en el momento de su inicio y serán resueltos 

por el Instituto conforme a las facultades conferidas en la presente Ley y demás 

disposiciones aplicables. 

(…) 

DÉCIMO SÉPTIMO.- Continúan vigentes las disposiciones en materia de sanciones de los 

reglamentos de transporte público de los Municipios del Estado hasta en tanto no se 

publique el Reglamento de la Ley de Movilidad Sustentable y Transporte del Estado de 

Baja California. 

(…) 
Preceptos normativos de los cuales se deduce que, a partir del veintiocho de 

marzo de dos mil veinte corresponde al Instituto establecer las bases y directrices 

generales para planificar, regular, controlar, vigilar, gestionar la movilidad, el 

transporte público y privado de personas y bienes en todas sus modalidades, 

garantizando las condiciones y derechos para el desplazamiento de las personas de 

manera segura, igualitaria, sustentable y eficiente. 



 

 

 

 

 

 

 

 

Que es el Instituto quien tiene facultades para resolver lo relativo a la 

expedición y revalidación de permisos solicitados a partir de la vigente Ley de 

Movilidad.  

 

Que los procedimientos administrativos relacionados con concesiones y 

permisos de transporte público que se encuentren en trámite o pendientes de 

resolución a la entrada en vigor de la Ley de Movilidad, se sustanciarán y concluirán 

conforme a la normatividad que se encontraba vigente en el momento de su inicio 

y serán resueltos por el Instituto conforme a las facultades conferidas por esta norma 

y demás disposiciones aplicables. 

 

Que los Reglamentos de Transporte Municipales fueron abrogados, quedando 

únicamente vigente en tanto se dicte el Reglamento Estatal, lo relativo a las 

infracciones y sus sanciones. 

 

Si bien, el permiso de taxi sobre el cual se solicita la revalidación fue expedido 

por la autoridad municipal con vigencia al treinta y uno de diciembre de dos mil 

diecisiete, la solicitud de revalidación materia del presente juicio se presentó hasta 

el treinta de octubre de dos mil veinte, fecha a la cual ya se había transferido a la 

autoridad Estatal las facultades en materia de transporte público.  

 

En las relatadas condiciones, a la presentación de la solicitud formulada por el 

demandante (el treinta de octubre de dos mil veinte) ya no le correspondía al 

Director resolver sobre la revalidación del permiso sino al Instituto, pues atendiendo 

los lineamientos antes descritos las facultades de la Dirección de Transporte Público 

Municipal de Tijuana, en relación a los permisos de taxis, entendiéndose su trámite, 

emisión y revalidación, fue transferida a la autoridad estatal.  

 

En apego al principio de seguridad jurídica, las autoridades administrativas sólo 

pueden realizar aquellas actuaciones que tienen debidamente encomendadas en 

un ordenamiento jurídico, por lo que, tal como se deduce de los preceptos en cita, es 

al Instituto a quien le corresponde resolver sobre la revalidación del permiso de taxi 

solicitada a partir del veintisiete de marzo de dos mil veinte.  

 

Bajo este contexto, si bien no puede obligarse a la autoridad ante quien se 

presentó la solicitud para que resuelva la pretensión de fondo ya que no se encuentra 

dentro de su esfera competencial; al impugnarse una negativa ficta este Juzgado 

tiene la obligación de analizar la pretensión de fondo; sin embargo, en el caso de 

estudio, se actualiza una excepción al determinar que la autoridad ante quien se instó 

no es la competente. Por lo que existe un impedimento jurídico para resolver la 

pretensión del demandante (revalidación del permiso de taxi) y, por lo tanto, al 

considerar el Director que no era autoridad competente para efectuar la revalidación 

del permiso de taxi debió remitirla ante la autoridad que estimó competente.  

 

Sirve de sustento el siguiente criterio: 
 

Registro digital: 164984 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Novena Época 

Materias(s): Administrativa 

Tesis: II.2o.T.Aux.7 A 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXI, Marzo de 2010, 

página 3017 

Tipo: Aislada 

 

NEGATIVA FICTA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 135, ÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO DE 

PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS DEL ESTADO DE MÉXICO. SE CONFIGURA AUN 

CUANDO LA PETICIÓN SE HAYA PRESENTADO ANTE AUTORIDAD INCOMPETENTE, SIEMPRE 

QUE ÉSTA Y LA COMPETENTE PERTENEZCAN A LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA ESTATAL O A LA 

DEL MISMO MUNICIPIO.  Del artículo 135, último párrafo, del Código de Procedimientos 

Administrativos del Estado de México se advierte que en los casos que la propia norma 

dispone, la petición que se eleve a la autoridad sin pronunciamiento de ésta en el plazo 

de treinta días hábiles posteriores a su presentación o recepción, se considerará que se 

resolvió negativamente, sin que al efecto se especifique excepción alguna. Por otra 

parte, los preceptos 120 a 122 del referido ordenamiento prevén, en lo que interesa, que 



 

en ningún caso podrán rechazarse los escritos en las oficinas de recepción de 

documentos, y que cuando sean entregados ante una autoridad administrativa 

incompetente se remitirán de oficio a la que sea competente en el plazo de tres días, 

teniéndose como fecha de presentación la del recibo por aquélla, siempre que ambas 

pertenezcan a la administración pública del Estado o a la del mismo Municipio. En estas 

condiciones se concluye que la negativa ficta se configura aun cuando la petición se 

haya presentado ante autoridad incompetente, siempre que ésta y la competente 

pertenezcan a la administración pública estatal o a la del mismo Municipio. Lo anterior se 

corrobora con el hecho de que la intención del legislador local, inspirado por el principio 

fundamental consagrado en el artículo 8o. de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, es que ninguna petición o instancia quede sin contestar o resolver, 

aun cuando la autoridad correspondiente no lo haga expresamente, lo que permite 

colegir que la mencionada ficción legal está orientada no sólo a acotar las 

arbitrariedades del poder público provocadas por su abstención de dar puntual acato al 

invocado precepto constitucional, sino a conferir certeza a los gobernados de que sus 

escritos tendrán respuesta, ya sea expresa o fictamente. Cabe señalar que el hecho de 

que el citado artículo 135 no haga referencia específica a la posibilidad de la 

actualización de la negativa ficta cuando el escrito se presente ante una autoridad 

incompetente, no implica una deficiencia legislativa ni una limitación para ello, pues al 

haberse establecido en los aludidos numerales 120 a 122 los supuestos que deberán 

concurrir cuando esa circunstancia se concrete, no es indispensable que en todos las 

disposiciones de dicho código se reiteren necesariamente tales especificaciones, 

debiéndose hacer la acotación en el sentido de que este criterio no debe ser entendido 

respecto de la afirmativa ficta, ya que para ésta sí existe disposición limitativa, lo que no 

deja en estado de indefensión a la autoridad a quien deba imputarse la resolución en 

caso de que ésta se impugne mediante juicio contencioso administrativo, pues en su 

contestación de demanda estará en posibilidad de emitir los fundamentos y motivos que 

sustenten su decisión. 

 

Conforme al criterio invocado, y de acuerdo al artículo 45 de la Ley del Tribunal Anterior, 

en relación con el artículo 8 de la Constitución Federal, debe protegerse el derecho de 

instancia a favor del demandante, a través de la obligación de las autoridades administrativas 

de emitir contestación o resolución, de forma expresa o ficta. 
 

En las retadas condiciones, este Juzgado no debe declarar la nulidad de la resolución 

combatida sin establecer los lineamientos para la protección del derecho.  

 

En consecuencia, si el Instituto es a quien le corresponde resolver lo solicitado por el 

demandante, el Director deberá remitir la solicitud formulada el treinta de octubre de dos mil 

veinte, así como toda la información con la que cuente en los archivos de la dependencia a 

su cargo, para que la autoridad en mención cuente con los elementos necesarios para 

resolver lo solicitado por la parte actora. 

 

Bajo este contexto, se declara la nulidad de la negativa impugnada dentro del presente 

juicio, de conformidad con el artículo 83, fracción I, de la Ley del Tribunal Anterior, dada la 

incompetente de la autoridad, debiéndose condenar a que la autoridad municipal remita la 

solicitud formulada por la parte actora al Instituto como autoridad competente para su trámite, 

de conformidad con el artículo 84 del ordenamiento legal en cita.  

 

Por lo expuesto y con fundamento en los Artículos 82 de la Ley del Tribunal Estatal Anterior 

resuelve, conforme los siguientes puntos: 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO. - Se declara la nulidad de la negativa recaída al escrito presentado el treinta de 

octubre de dos mil veinte, mediante el cual solicita la revalidación del permiso de taxi **********2. 

 

SEGUNDO. - Se condena al Director a que remita la solicitud al Instituto, a fin de que se le dé 

el trámite correspondiente dentro de un plazo razonable.  

 

Notifíquese por boletín jurisdiccional a las partes.  

 

Así lo resolvió el Licenciado Juan Alberto Valdiviezo Morales, Primer Secretario de Acuerdos 

del Juzgado Cuarto con residencia en Tijuana del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja 

California, según designación hecha mediante acuerdo de Pleno de dos de julio de dos mil veintiuno, 

acorde con lo establecido  en el punto sexto del acuerdo de Pleno de veintiuno de junio de ese mismo 

año, quien actúa en funciones de Juez de Primera Instancia por ministerio de ley, de conformidad con 

lo dispuesto por el artículo 12 de la Ley del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja 

California, publicada en el Periódico Oficial del Estado el dieciocho de junio de dos mil veintiuno, 

quien firmó ante la presencia de la Secretaria de Acuerdos, Licenciada Mayerling Lugo Ortiz, que da 

fe.  

JVM/MLO 

 



 

1 ELIMINADO: Nombre del actor en página 1. 

 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 4, fracción 

XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California, 171, párrafo 

primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 

California. La clasificación de la información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento 

contiene datos personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e 

identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de 

conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y 

responsabilidad en el tratamiento de los datos personales. 

  
2 ELIMINADO: Número de permiso de taxi en páginas 1, 2 y 6. 

 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 4, fracción 

XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California, 171, párrafo 

primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 

California. La clasificación de la información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento 

contiene datos personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e 

identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de 

conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y 

responsabilidad en el tratamiento de los datos personales. 

  
  

  
  
  
  
  

  

  



 

La suscrita Jessica Lizzeth Barrera Bañuelos, Secretaria de Acuerdos 

adscrita al Juzgado Cuarto con Residencia en Tijuana del Tribunal 

Estatal de Justicia Administrativa de Baja California, hace constar: Que 

lo transcrito con anterioridad corresponde a una versión pública de 

sentencia definitiva, en la que se suprimieron datos que se han 

clasificado como reservados o confidenciales, cubriendo el espacio 

correspondiente, insertando diez asteriscos, versión que va en seis fojas 

útiles. Lo anterior con fundamento en lo establecido por los artículos 

80, 83, fracción VI, inciso b) de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública para el Estado de Baja California; 57, 58, 59, 60 y 

demás aplicables del Reglamento en Materia de Transparencia, 

Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del 

Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja California y 56 y 57 

de los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y 

Desclasificación de la Información, así como para la elaboración de 

Versiones Públicas del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la 

Información Pública y Protección de Datos. Lo que se hace constar 

para los efectos legales a que haya lugar, en la ciudad de Tijuana, 

Baja California, a los doce días del mes de junio del dos mil veintitrés.  


